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Primer Informe Parcial Conjunto sobre la R. del S. 988
AL SENADO DE PUERTO RICO
Vuestras Comisiones de Recursos Naturales y Ambientales y Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración de la presente medida, respetuosamente someten este Primer Informe Parcial con hallazgos, conclusiones y recomendaciones en torno a la Resolución del Senado 988.

ALCANCE DE LA MEDIDA


La R. del S. 988 ordena a las Comisiones de Recursos Naturales y Ambientales y de Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico, que investiguen el proceso de solicitud, evaluación y obtención de permisos para la construcción de torres para la instalación de antenas de telecomunicaciones, particularmente para la telefonía móvil, en la Isla.

De la Exposición de Motivos de la medida se desprende que la autora de la misma ha recibido varias visitas, tanto de ciudadanos del Distrito Senatorial que representa (Humacao) como de diversos otros puntos de la isla, todos con algún tipo de queja sobre procesos de construcción de torres para antenas de telecomunicaciones (telefonía móvil) en sus comunidades. 

En el momento de someter la medida, se relataba la experiencia de tres comunidades en Maunabo, Yabucoa y San Lorenzo donde compañías dedicadas a la construcción de torres habían actuado en aparente violación de la reglamentación y leyes vigentes. 


Construcción sin permisos; ausencia de notificación a vecinos y colindantes; construcción en lugares que no le pertenece a los constructores; violación a las distancias que se supone guarden estas estructuras en relación a las residencias más cercanas; en fin, las quejas de los vecinos de estos proyectos parecerían interminables. Añádase a esto la preocupación expresada por todos sobre los efectos sobre la salud de la radiación electromagnética  emitida por las antenas de telefonía móvil, y podrá entenderse la razón por la cual la medida fue atendida con particular atención por las Comisiones.
HALLAZGOS


Al momento de iniciar la investigación, la Comisión de primer orden, Comisión de Recursos Naturales y Ambientales, había recibido a representantes de varias comunidades adicionales a las mencionadas en la medida, con quejas similares a aquellas. 


Deduciendo que las situaciones planteadas no eran hechos aislados, sino que varios de los elementos de las quejas se repetían, las Comisiones decidieron evaluar la situación, incluso antes de que esta medida fuera referida por la Comisión de Asuntos Internos, con un cotejo de campo. Nos trasladamos al Barrio Quebrada Arenas de Maunabo, con el Sr. Roberto Arroyo, miembro de una sucesión que posee un terreno en el Sector Vista Alegre de dicho Barrio. Allí pudimos observar un poste de sobre 25 metros de altura, con instalaciones para el suplido eléctrico y demás equipo típico de telefonía móvil ubicado en la base. Esta construcción queda a menos de cinco metros de la colindancia del terreno de la Sucesión Martínez Arroyo, y según el testimonio del Sr. Arroyo, la altura del poste y su ubicación implican que él no podría construir su casa, para la cual se encontraba esperando aprobación, pues de caer el poste en dirección a su propiedad, de cualquier dirección que caiga, caería sobre su hogar. El señor Arroyo Lebrón planteaba que para colmo, la construcción del poste se hizo sin tener los permisos necesarios de la Administración de Reglamentos y Permisos para ello, lo cual constatamos en ese momento a través de un representante de la agencia que se encontraba presente. 

Comenzamos la investigación formal solicitando memoriales y citando a audiencia pública el 7 de diciembre de 2010, cuando tuvimos ante nos al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, DRNA. Indican que desde el 1 de diciembre de 2009, cuando entró en vigor la Ley Núm. 161, el DRNA transfirió los deberes que les habían sido asignados por la Ley Núm. 89 de 2000, “Ley sobre la Construcción, Instalación, y Ubicación de Torres de Telecomunicaciones de Puerto Rico” (en adelante, Ley 89) a la nueva Oficina de Gerencia de Permisos, OGPe. Por ende, nos dicen, solicitan que sea a la OGPe a quien se le pida recomendaciones sobre el tema bajo investigación. Cabe decir que hasta el 1 de diciembre de 2010 el DRNA tenía la jurisdicción que ahora han delegado, y la representación del DRNA en la Audiencia, sin embargo, no pudo relatar o evaluar la experiencia del DRNA en cuanto al  cumplimiento con las disposiciones de ley aplicables.

Ese día también compareció la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones de Puerto Rico, JRTPR. Esta agencia comienza por aclarar el alcance de su jurisdicción en el asunto, de acuerdo a la Ley 89.
Plantea la Presidenta de la JRTP, Lcda. Sandra Torres López, que este estatuto facultó expresamente a la Junta de Planificación de Puerto Rico a establecer mediante reglamento, los requisitos de anclaje, materiales y diseño para la construcción de las torres de telecomunicaciones; así como las normas para la co-ubicación de antenas de más de una compañía de telecomunicaciones en una sola torre, y el trámite acelerado en el proceso de permisos para la ubicación y construcción de torres para la co-ubicación. En consideración a ello, se creó el Reglamento Núm. 6721, Reglamento para Proyectos de Construcción, Instalación y Ubicación de Torres y Facilidades de Telecomunicaciones, también conocido como Reglamento de Planificación Núm. 26, el cual cobró vigencia a partir del 19 de noviembre de 2003. 

Por su parte, La facultad que le fue delegada a la JRTPR bajo la Ley 89 se circunscribe única y exclusivamente a la consideración de solicitudes de endosos en casos de Variación, en los cuales la construcción y la ubicación de torres de telecomunicaciones responde a exigencias tecnológicas, de emergencia o seguridad pública.  Dispone el estatuto que, para que Planificación pueda considerar una solicitud de Variación, el proponente de la misma tiene que presentarle un endoso de la Junta que detalle los factores que ameritan el mismo. También le fue delegada a la JRTPR al igual que a Planificación y a ARPE, hoy OGPe, el acopio de la información que los titulares de torres vienen obligados a suministrar en torno a la disponibilidad de espacio en sus torres.

Como parte del trámite de solicitudes de endosos en casos de variación, la Junta requiere que el peticionario cumplimente un formulario en el cual provea, bajo su nombre y firma, la siguiente información: 
· el número de Consulta de Variación que le asignó Planificación, ARPE o el Municipio Autónomo; 
· el nombre del dueño del proyecto; 
· el nombre del proyecto;

· la dirección física del mismo;

· la ubicación de la torre de telecomunicaciones en coordenadas Lambert y NAD 83, e información de la persona contacto para el trámite de la solicitud.

· copia del memorial explicativo que fue presentado ante Planificación; 
· el mapa en el cual se indica la localización exacta de la torre y el área de búsqueda para el proyecto propuesto; 
· el plano de las facilidades propuestas, y las fotos del área y sus alrededores.

Además, requiere la presentación de un escrito con información sobre: 
1) las características del área; 
2) las comunidades en dicha área; la justificación de que la variación responde a lo requerido por la Sección 3.04 del Reglamento 26, y que amerita el endoso de la Junta; 
3) los tres (3) lugares de localización óptima (en coordenadas Lambert y NAD 83) que cumplían en su totalidad con el Reglamento 26 y fueron considerados para la instalación propuesta, más no fueron finalmente seleccionados por la proveedora, así como una explicación de las razones por las cuales no fueron seleccionados; 
4) los 3 lugares de localización óptima (en coordenadas Lambert y NAD 83) que no cumplían en su totalidad con el Reglamento 26 y fueron considerados para la instalación propuesta, más no fueron finalmente seleccionados por la proveedora, así como una explicación de las razones por las cuales no fueron seleccionados, y 
5) las razones que no permitieron la selección de otras posibles localizaciones, en caso de haber evaluado una cantidad menor de localizaciones alternas para la instalación propuesta.  La totalidad de la información provista tiene que ser juramentada por el Gerente del Departamento de Ingeniería de la compañía que operará la instalación propuesta. 

Sobre el planteamiento vertido en la Exposición de Motivos de la R. del S. 988 referente a la preocupación ciudadana sobre la radiación electromagnética que emiten las antenas de telecomunicaciones, la FRTPR señala que en esencia, este tema es uno de aquellos cuyo campo jurisdiccional se encuentra ocupado por legislación federal. Nos indican que la Ley Federal de Comunicaciones de 1934, según enmendada (47 USCS § 332 (c)(7)(B) recoge en esta Sección lo relacionado a la reglamentación que pueden establecer los estados en cuanto a servicios de telefonía móvil y dispone:
“§ 332.  Mobile Services

(7) Preservation of local zoning authority.

(B) Limitations.

         (i) The regulation of the placement, construction, and modification of personal wireless service facilities by any State or local government or instrumentality thereof--

            (I) shall not unreasonably discriminate among providers of functionally equivalent services; and

            (II) shall not prohibit or have the effect of prohibiting the provision of personal wireless services.

         (ii) A State or local government or instrumentality thereof shall act on any request for authorization to place, construct, or modify personal wireless service facilities within a reasonable period of time after the request is duly filed with such government or instrumentality, taking into account the nature and scope of such request.

         (iii) Any decision by a State or local government or instrumentality thereof to deny a request to place, construct, or modify personal wireless service facilities shall be in writing and supported by substantial evidence contained in a written record.

         (iv) No State or local government or instrumentality thereof may regulate the placement, construction, and modification of personal wireless service facilities on the basis of the environmental effects of radio frequency emissions to the extent that such facilities comply with the Commission's regulations concerning such emissions.

         (v) Any person adversely affected by any final action or failure to act by a State or local government or any instrumentality thereof that is inconsistent with this subparagraph may, within 30 days after such action or failure to act, commence an action in any court of competent jurisdiction. The court shall hear and decide such action on an expedited basis. Any person adversely affected by an act or failure to act by a State or local government or any instrumentality thereof that is inconsistent with clause (iv) may petition the Commission for relief.” (Énfasis suplido)
Dicho de otra forma en español, ningún estado puede imponer requisitos onerosos que impidan la provisión de servicios inalámbricos. La Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) ha establecido cuales son los parámetros aceptables para las emisiones de radio frecuencia de antenas. Una vez hecho esto, ninguna jurisdicción, ya sea estado o territorio podrá reglamentar por razón de causas ambientales o de salud este tema, ni impedir la instalación de este tipo de emisores.

La presidenta de la JRTPR, luego de leer el memorial con la posición y comentarios de la agencia, procedió a presentar al señor Jesús Hernández, Técnico de Infraestructura de la Junta. El señor Hernández relató que visitó los tres lugares mencionados como ejemplos en la R. del S. 988, encontrando que en el caso de Yabucoa, además de la denuncia de haberse levantado la torre en una propiedad pública (Autoridad de Carreteras) sin permiso de los dueños, la JRTPR encontró que justo al lado de esta torre se había construido otra. Como una construcción tan cercana a la otra conlleva una solicitud de endoso por Variación ante la JRTPR, se buscó en los expedientes, no encontrándose ninguna solicitud de esta naturaleza de parte del compañía Advanced Wireless Communications, por lo que la JRTPR estaba sometiendo una Orden a la compañía para que demostraran causa para no ser multados y convocando a Vista Administrativa para considerar el destino de esta construcción. En el caso de la torre de San Lorenzo, la JRTPR encontró que la solicitud de permiso para la propuesta construcción de la torre en el Sector Los Contreras en el Barrio Florida del Municipio de San Lorenzo había sido retirada. En el caso de la torre, o poste, construido en el Sector Vista Alegre del Barrio Quebrada Arenas de Maunabo, el señor Hernández había encontrado en el portal Web de la ARPE que el permiso para construir este poste después de haberse llevado a cabo la obra se había otorgado el 1 de octubre de 2010. Este planteamiento causó gran revuelo, puesto que en sala se encontraban vecinos de Maunabo y el propio Director Ejecutivo de la Comisión de Recursos Naturales, que por instrucciones de la Presidenta de la Comisión había participado en las vistas públicas el 23 de noviembre de 2010 para evaluar la otorgación de dicho permiso. Es decir, que según la ARPE, el permiso de construcción para legalizar una obra ya hecha fue otorgado antes de que se llevaran a cabo vistas públicas para evaluar la viabilidad de dicha obra. Días después se aclararía que la ARPE había cometido un error al identificar la transacción administrativa, y que el proyecto todavía se encontraba en el proceso de evaluación. Finalizó la JRTPR explicando que están levantando un mapa virtual, que será colocado en su portal web www.jrtpr.gobierno.pr y ubicará en el mismo todas las torres y postes para antenas de telecomunicaciones en la isla.

La segunda fecha de audiencia pública -14 de diciembre de 2010- fue dedicada a los representantes de algunas de las comunidades que acudieron ante oficinas de senadores en busca de auxilio, pues entendían que sus derechos estaban siendo violados por algunas de las compañías constructoras de torres para antenas de telecomunicaciones. 


Compareció en primer lugar el Sr. Roberto Arroyo Lebrón, del sector Vista Alegre del Barrio Quebrada Arenas del Municipio de Maunabo, situación que hemos reseñado parcialmente ya en este Informe. El señor Arroyo relata los siguientes sucesos cronológicos:
El 10 de septiembre de 2009, el señor Arroyo sometió ante la ARPE una solicitud de investigación (09QC2-CET00-06231), ante los movimientos de tierra y preparativos para la construcción de una torre de telecomunicaciones por parte de la empresa Red Tower Corporation, a beneficio de la Compañía de teléfonos móviles Claro.

El 15 de septiembre, la ARPE, ante el hecho de que no existía permiso de construcción, emitió un boleto de Orden de Paralización de Obra de Construcción (Boleto 02554).


Mediante carta a la empresa proponente con fecha de 13 de noviembre de 2009, el Centro Expreso de Trámites de la ARPE le indica que la Facilidad de Telecomunicaciones está en etapa de construcción sin el correspondiente permiso, en violación a las disposiciones de la Ley Núm. 76 de 24 de junio de 1975, según enmendada. Se le concedió un plazo de diez días a la empresa para que procediera a presentar contestación a los planteamientos expresados en la carta. 

El 24 de noviembre de 2009, la Sucesión Martínez Arroyo, uno de las colindantes del terreno donde se llevan a cabo las obras de construcción, obtuvo un permiso de Lotificación Simple (Núm. Radicación 09LI4-00000-03549), con el propósito de eventualmente construir su vivienda en uno de estos solares segregados.


No habiendo recibido contestación del querellado, la ARPE le envía otra carta el 7 de diciembre de 2009, informándole a la parte querellante que el caso se refirió a la oficina de asuntos legales para la acción correspondiente.

El 9 de diciembre de 2009, tras una segunda inspección al sitio, surge un nuevo Memorando al Expediente donde se indica que se instaló una torre de comunicaciones utilizando un poste de acero (monopol) de unos cien pies de alto; sin evidencia de permiso de construcción y en abierto desafío a la orden de paralización emitida el 15 de septiembre de 2009. 

El 23 de diciembre de 2009, la ARPE sometió ante el Tribunal Superior de Humacao un recurso de Injuction (Caso HSCI200901493), que de ser otorgado, implicaría la demolición de esta estructura ilegal. 

El mismo día que se sometió el recurso judicial, la Corporación Red Tower, por conducto del Ingeniero Carlos J. Quiñones, sometió ante el Centro Expreso de Trámites de la ARPE una solicitud de permiso de construcción para el proyecto que ya estaba construido.

El 26 de enero de 2010, ante el Honorable Tribunal, las partes (ARPE y Red Tower) acordaron seguir el trámite iniciado el 23 de diciembre de 2009 con la solicitud de permiso de Red Tower, acordando efectivamente dejar en suspenso la demolición y remoción de las obras construidas.
El 4 de mayo de 2010 se lleva a cabo una vista administrativa por la ARPE para considerar los planteamientos de los querellantes sobre el proyecto. En la misma, donde el Director Ejecutivo de la Comisión de Recursos Naturales y Ambientales estuvo presente a nombre de la Presidenta de la Comisión, el ingeniero Quiñones, representante de Red Tower, alega que él desconocía que no se había solicitado permiso alguno para este proyecto.
 

El 11 de mayo de 2010 la compañía Red Tower retira la solicitud de permiso y somete un Anteproyecto de Construcción para la misma obra ante la misma agencia. 
Resulta necesario hacer esta historia porque resume uno de nuestros hallazgos en esta investigación. Una compañía, ilegalmente, y sin evaluación ambiental o de ubicación alguna, construye unas instalaciones para antenas de telecomunicaciones, y no es hasta que los colindantes y vecinos se querellan, y la ARPE somete un recurso en su contra en el Tribunal, que la compañía decide solicitar un permiso para legalizar lo ya consumado y hecho. La agencia, por otro lado, toma esta solicitud y la trata como cualquier otra, es decir, como si Red Tower estuviera comenzando desde cero y no hubiera nada allí. Para mayo de 2010 ya el poste estaba totalmente ubicado y construido, y proceder a evaluar este proyecto como si nada hubiera pasado nos parece una farsa. En todo caso, luego de haberse construido el proyecto, hubiera correspondido una evaluación de riesgos y conveniencia de la ubicación de facto de la instalación.
Nuestro segundo hallazgo en este caso gira en torno al marco legal y reglamentario vigente, que indica que 
“La torre deberá guardar una distancia no menor de la altura de la torre más un diez por ciento (10%) adicional medidos desde la residencia más cercana.” (Sección 3.02(1), Reglamento para la Construcción, Instalación y Ubicación de Torres y Facilidades de Telecomunicaciones”, Reglamento de Planificación Núm. 26; actualmente derogado; y Sección 4.5.1.5, Reglamento Conjunto de Permisos para Obras de Construcción y Usos de Terrenos).

El hallazgo consiste en que según está redactada la disposición, se puede colocar una torre en las inmediaciones de la colindancia con un vecino después que esté separada por el 110% de su altura de la próxima residencia. Para todo efecto práctico, si no existe una residencia, esto significa una prohibición de construcción de ella en la propiedad colindante, particularmente en el área comprendida por aquella donde la torre, de caerse, pudiera causar daños a la estructura y a la vida misma. En el caso del solar del señor Arroyo, por ejemplo, todo el solar ocupa menos espacio que el que quedaría afectado por la caída de la torre construida en su colindancia. Coincidimos con el señor Arroyo que nadie en su sano juicio construiría su hogar y por ende, tendría a sus hijos jugando en el patio en un lugar así. 
El segundo hallazgo es que el lenguaje de esta Sección es tan preciso que no toma en consideración más que las residencias que ya han sido construidas. En el caso del señor Arroyo, éste obtuvo un permiso para la construcción de su casa en el medio del proceso de evaluación de la solicitud de permiso de Red Tower; permiso que, repetimos, se solicitaba luego de que la construcción había sido hecha. 

Los próximos vecinos que depusieron fueron los representantes de las comunidades Juan Martín Villa y de Santa Elena, del Municipio de Yabucoa, siendo sus portavoces la señora María 
Bermúdez y el señor Pedro Bermúdez. Comenzaron con una muy severa crítica a las agencias encargadas de otorgar permisos para la construcción de torres para antenas de telecomunicaciones, y señalando su oposición a la “construcción, instalación y operación de un sistema de telefonía móvil clandestino justo en el centro de nuestras comunidades.”


Establecieron entonces una cronología que se resume:


En noviembre de 2008, la compañía Advanced Wireless Communications (AWC) comenzó a instalar una torre y un sistema de telefonía móvil en un franja de terreno contigua a la carretera PR-3, km. 97.5, dentro del Barrio Juan Martín Villa.


Miembros de la comunidad, ante el rápido desarrollo del proyecto, acudieron en diciembre ante la Oficina Regional de Humacao de la ARPE, alegando que se había comenzado la construcción de este proyecto sin haber AWC obtenido los debidos permisos.

La ARPE envió un inspector, y como resultado, el 21 de marzo de 2009, la agencia le comunica al señor Eduardo Camacho, dueño del edificio y el solar donde ubica la torre una notificación sobre una violación de construcción. En el proceso de seguimiento, la ARPE orienta al ingeniero Fernando Quiñones, representante de AWC,  a someter un Anteproyecto de Construcción para el proyecto. 


Sin haber sometido el Anteproyecto, AWC continúan construyendo en el lugar, ampliando la construcción y añadiendo vigas y hormigón para que el techo de la estructura donde colocaron la torre pudiera resistir el peso de la misma. por esta razón, la ARPE refiere para envío el 6 de marzo de 2009, una segunda Carta de Violación de Construcción. Al día de hoy, según la comunidad, no existe evidencia de que se sometiera Anteproyecto alguno ante la agencia. 


Alegan los vecinos que ninguna de las familias que viven dentro de un radio de cien metros alrededor de donde se construyó la torre fueron notificados por los proponentes previo al inicio de la construcción del proyecto, tal y como disponen la ley y el reglamento. La señora Bermúdez indica que la torre queda a menos de la distancia exigida por ley de su hogar y ella nunca fue consultada.

En marzo de 2009, representantes de la comunidad se comunicaron con la Oficina Asesora de Propiedades del Departamento de Transportación y Obras Públicas, DTOP, planteando que se había invadido propiedad de esa agencia y construido allí la torre. El DTOP de inmediato envió una brigada de agrimensura quienes concluyeron que, efectivamente, la franja de tierra le pertenece a la agencia. 

En junio de 2009, finalmente AWC somete la solicitud de Anteproyecto para una obra que comenzó operaciones en marzo de ese año. En la solicitud alegan que el predio en discusión no le pertenece a DTOP, sino a un señor Héctor Camacho, quien les había arrendado el espacio a la compañía.

El 17 de noviembre de 2009, la señora Bermúdez recibe una carta de la directora de la Oficina Asesora de Propiedades del DTOP, donde se explica que la agencia había concluido que el señor Camacho y AWC habían invadido una franja de terreno de su agencia y se aprestaban a iniciar el proceso de desahucio.


A pesar de todo lo anterior, la ARPE otorgó un permiso en marzo de 2010. En junio de ese año DTOP envió una segunda comunicación a AWC y al señor Camacho, otorgándoles un plazo de 30 días para el desalojo. Ambos han ignorado tal solicitud hasta el momento. 


En octubre de 2010, AWC construyó una segunda torre a varios pies de la que ya había instalado y hemos reseñado aquí. Debido a que este caso aparece resumido en la Exposición de Motivos de la R. del S. 988, esto motivó la investigación por parte de la Junta Reglamentadora de las Telecomunicaciones de Puerto Rico que hemos mencionado antes en este Informe. La Junta encontró que para esta segunda torre, que necesitaba un endoso de Variación de la agencia, no aparecía tal solicitud en los expedientes de la agencia. Al momento, la comunidad se encuentra en el proceso de espera por las vistas administrativas de la Junta.


Ese mismo día depuso el señor Edwin Zayas Figueroa, residente del Sector La Ley del Barrio Montellano del Municipio de Cayey. Citamos de la ponencia del señor Zayas:


“La construcción de antenas de comunicaciones  se ha convertido en una consuetudinaria práctica en Puerto Rico al punto de razonablemente pensar que se ha convertido en una epidemia, lo lucrativo de esta  empresa ha sido el motor que ha impulsado su desmedida construcción. La forma en que inician su operación es sencilla pero muy reveladora,  el dueño de la empresa interesada identifica un terreno, luego inicia un proceso de conversación con el propietario del terreno el cual tiene como finalidad establecer un contrato de arrendamiento. Como parte de los  términos y condiciones se fija un canon de arrendamiento y se  comienza a construir sin  que medie necesariamente, como regla general, un permiso de construcción del municipio que corresponda ni de ARPE. Para ello aprovechan la coyuntura de que dicho arrendamiento constituye una fuente de ingreso para sostener la familia que arrienda el terreno.

El señor Zayas Figueroa plantea que en septiembre de 2009 la compañía Advanced Wireless Communications, AWC, la misma señalada en el caso anterior de Yabucoa, colocó una torre para antenas de telecomunicaciones en el techo de la segunda planta de una residencia que queda a menos de cien metros de su propiedad. Zayas Figueroa no fue notificado sobre este proyecto previo a su inicio, como ordena la Ley.
El 24 de septiembre de 2009, mediante declaración jurada, el Ingeniero Fernando Quiñones de AWC, proponente, declaró que notifico a los vecinos del proyecto mediante carta escrita por correo certificado con acuse de recibo el 23 de septiembre de 2009. El 10 de junio de 2010 obtienen el permiso de construcción de la torre que proyectaban construir y no de la que habían construido entre agosto y septiembre de 2009.
El 17 de junio de 2010, comienza a hacerse  la zapata de la que sería la segunda torre, la cual sustituiría a la primera torre  que estaba construida desde septiembre de 2009.

El 18 de junio de 2010 el señor Zayas Figueroa somete una querella ante la ARPE 

(0 QR2CET 00-02753), la cual todavía se encuentra esperando por su desenlace. Mientras tanto, ha acudido al tribunal municipal y otros foros, pero nada ha logrado. 


Concluye el señor Zayas Figueroa que estas compañías de construcción de torres:

1. “Construyen sin permiso confiando plenamente en que el mismo será aprobado. En el ínterin, operan ilegalmente la antena.

2. Actúan mediante treta y engaño.

3. Si le impugnan el permiso y aunque posteriormente no prevalezcan, están meses o años lucrándose de su criminal practica.

4. Si ordenan derribar la antena la mueven hacia otro lugar, como si fuera un punto en el manejo y venta de sustancias.”
Tras el señor Zayas Figueroa, depuso la señora Eva J. García, portavoz de la comunidad Coto Laurel del Municipio de Ponce. Narra la señora García que a principios de marzo de 2009, la compañía Advanced Wireless Communications, AWC (ver los dos casos anteriores), comenzaron a construir una torre para antenas de telecomunicaciones en un solar del supermercado El Tren Cash and Carry de Coto Laurel. 
El 19 de marzo de 2009, los vecinos de este solar sometieron querella ante el Municipio Autónomo de Ponce por la construcción de esta torre. 

El 15 de julio de 2009, el director de la Oficina de Permisos del Municipio le envió una comunicación al dueño del terreno donde se construyó la torre, concediéndole 15 días para legalizar la construcción, ya que no tenía los permisos correspondientes. 

El 16 de julio de 2009, AWC presentó Solicitud de Servicio ante el Municipio y también una Solicitud de Permiso de Construcción para una torre de hormigón de 80 pies de altura para la colocación de antenas de telecomunicaciones. El caso es elevado a la Oficina Regional de ARPE y de ahí es referido al Centro Expreso de Trámites (CET), a donde finalmente llega el 11 de agosto de 2009.
El 17 de agosto, el director del CET, Ing. Jorge García Faneytt, le concede a AWC treinta días para someter los documentos necesarios para evaluar el caso. El 26 de agosto, nueve días después, se le notifica a AWC la aprobación del permiso de construcción certificado. Ese mismo día se enviaron las cartas a los vecinos que quedan dentro del radio de cien metros medidos desde la torre, carta donde se supone que se le avise a estos vecinos sobre una solicitud de permiso para un proyecto. 

Los vecinos apelan la decisión el 29 de septiembre y el 3 de diciembre de 2009 la ARPE expide el permiso de construcción sin haber terminado el proceso de apelación.

El 18 de marzo, la ARPE aprueba una enmienda al permiso de construcción para extender la altura de la torre de 80 a 130 pies.

La residencia más cercana, indican los vecinos, queda a 100 pies de la torre. El reglamento y la ley disponen que esta distancia sea de por lo menos 143 pies (la altura de la torre más 10% de esa altura). Consideran que esto es una Variación, y no existe en los expedientes siquiera la solicitud de Variación que tiene que ser evaluada por la Junta Reglamentadora de las Telecomunicaciones de Puerto Rico.

Los vecinos han recurrido al Tribunal de Instancia para apelar la decisión tomada.  

Los últimos representantes de comunidades en comparecer ese día fueron los de las Comunidades Unidas Contra Antena-Sectores Calle del Sol y Jagüeyes de Yabucoa y Barrio Mariana de Humacao (CUCA). Representándolos, depusieron la señora Luz Vega Rodríguez y el Dr. Abraham Ruiz García, profesor del Departamento de Física del Recinto de Humacao de la Universidad de Puerto Rico. La señora Vega relató la siguiente cronología:
En enero de 2010, el Ing. Carlos J. Quiñones, a nombre de la compañía Red Tower, sometió una solicitud de permiso de construcción certificado para la instalación de una torre de 190 pies de altura y seis losas de concreto, para ser ubicadas en el Barrio Aguacate de Yabucoa.

A inicios de agosto de 2010, una pala mecánica (bulldozer) fue llevada al sitio, por una vía municipal, causando daños a la misma y a la residencia de Pedro Muñoz Burgos, acción que requirió que se pagaran los daños. Comenzaron de esta forma el corte de una ladera de la montaña, y debido a ello es que los vecinos se enteran sobre el proyecto. 

El rótulo ubicado a la entrada del área pare identificar la obra a realizarse que ordena la reglamentación, correspondía a otro proyecto (localizado en Morovis). Los vecinos se reúnen y organizan para llegar al área de trabajo y pedir explicación a la compañía, que, según ellos, no ofreció ninguna. 

No fue hasta quince días después que los responsables de Red Tower colocaron el letrero correspondiente adecuado, en violación a la reglamentación vigente de la ARPE. 

La mayoría de los vecinos del proyecto nunca fueron avisados. En el expediente del proyecto sólo aparecieron seis talonarios de envío de correo certificado ponchados, los cuales fueron dirigidos a: un vecino fallecido diez años antes; al alcalde de Yabucoa; al propietario de los terrenos objeto de la obra; y a tres residentes del vecindario. Los colindantes más cercanos no fueron notificados. 
El 21 de abril de 2010, el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, DRNA, emite un endoso para “la instalación de un poste temporero de 56 pies de altura y un área para la instalación de gabinetes”. La solicitud a la ARPE, sin embargo, se hace para construir una torre de 190 pies de altura. 
El 7 de julio de 2010, el DRNA otorga un Permiso de Actividad Incidental para la extracción de materiales de la corteza terrestre. En este documento, se declara que “la información suministrada indica que el movimiento de tierra será de 60 metros cúbicos dentro de los límites del proyecto.”  Sin embargo, el cálculo de la Oficial de Cumplimiento del DRNA que visitó el lugar como resultado de una querella de CUCA, es que se extrajeron inicialmente unos 400 metros cúbicos de material.
Los residentes también concluyeron –y así lo demostraron a través de planos- que el proyecto ocupaba un terreno designado como camino municipal, certificado como tal por el propio municipio.
Los vecinos terminaron acudiendo al tribunal, donde se declaró con lugar un Entredicho Preliminar que detuvo la obra, acordando la parte querellada remover la maquinaria del lugar luego de que se allanara y pidiera que se devolviera el caso a la agencia para iniciar el proceso nuevamente. 

En la nueva solicitud, Red Tower re-diseña el proyecto evitando ocupar el camino municipal. La preocupación actual de la comunidad es que para esto, tienen que hacer un corte todavía mayor en la ladera de la montaña donde se pretende ubicar el proyecto. Pudimos apreciar que el sustrato de donde se removió el mantillo es sumamente erosionable, y los vecinos temen que se impacten las propiedades que quedan más abajo en la pendiente. 

Luego de la ponencia de la señora Vega, el Dr. Abraham Ruiz hizo una presentación documentando los problemas a la salud humana provocados, según su conclusión, por la exposición a ondas electromagnéticas, particularmente aquellas que corresponden al conjunto de frecuencias usadas por la telefonía móvil. 

Los vecinos de Yabucoa y Humacao terminaron su ponencia haciendo una serie de recomendaciones, algunas de las cuales hemos recogido en la correspondiente sección y también unas observaciones, que en parte citamos:
“El objetivo de agilizar los trámites no depende solo de la existencia de leyes y reglamentos, sino también de la integridad profesional de quienes proponen proyectos y certifican como correcta la información provista y de aquellos que la reciben y no la examinan. Este proceso (el de proyectos por vía de certificación) excluye a personas o grupos que pueden verse afectados y no tienen la posibilidad de expresarse y levanta gran preocupación, pues aparenta ser la puerta de la corrupción. 
Las comunidades se ven en una puerta giratoria, toda vez que los casos en los tribunales revierten a la agencia para que se dé el debido proceso de ley que fue negligente en proteger. Las compañías y sus representantes, aún siendo conocedores de los procedimientos, reglamentos y leyes, los violan impunemente. La comunidad tiene que utilizar los recursos y hacer esfuerzos extraordinarios buscando remedios en las agencias que parecen no atender sus reclamos.”


El 21 de enero compareció, en la tercera fecha de audiencia sobre el tema, la Oficina de Gerencia de Permisos, OGPe, sucesora de la ARPE en materia de otorgación de permisos, incluyendo los correspondientes a torres para antenas de telecomunicaciones. Es importante resaltar que para la audiencia pública inicial (7 de diciembre de 2010), la ARPE había sido citada, y por estar en el proceso de “extinguirse”, o transferir sus funciones a la OGPe, no comparecieron. Siendo la agencia clave hasta aquél momento en la otorgación de permisos para la ubicación y construcción de torres de telecomunicaciones, las Comisiones le enviaron a la ARPE/OGPe una serie de preguntas para que fueran contestadas en la audiencia de enero. Las preguntas eran las siguientes:
¿Cuántas torres y postes para la ubicación de antenas de comunicación de teléfonos móviles autorizados por la ARPE existen en Puerto Rico?

De estos, ¿cuántos han sido construidos en los últimos cinco años? ¿En el último año?

¿Cuántas querellas han recibido ustedes relacionadas a permisos o ausencia de ellos; notificaciones a vecinos y colindantes de torres, o ausencia de éstas; violaciones a condiciones de permisos o de operación?; todo esto relativo a la construcción de torres y postes para antenas de telefonía móvil y su operación.

¿Cuántas compañías existen en Puerto Rico dedicadas a construir torres para alquilar espacio a compañías de telecomunicaciones para instalar sus antenas?

¿Cuántas de las compañías de telecomunicaciones construyen sus propias antenas?

¿En cuántas torres o postes para sostener antenas de telefonía móvil hay antenas de diferentes compañías en la isla?

¿Cuántas de las solicitudes de construcción de torres y postes para antenas de telefonía móvil han sido solicitadas por vía de certificación de proyectos? 

¿Qué proporción resulta este número del total de solicitudes?

¿Cuántos de los proyectos para construcción de torres o postes para antenas de telefonía móvil sometidos por certificación fueron inspeccionados físicamente por la ARPE?

De las solicitudes de permisos de construcción, anteproyectos de construcción o cualquier otro método para la construcción de torres y postes sometidos a la ARPE, ¿cuántas han sido para legalizar una obra ya comenzada o terminada sin los debidos permisos?

¿Cuántos proyectos de construcción de torres o postes para la colocación de antenas de telefonía móvil han sido denegados por la ARPE en el último año? ¿En los últimos cinco años? ¿Cuáles han sido las razones para la denegatoria?

¿Cuál es el término mínimo durante el cual un funcionario salido de la ARPE no puede representar industrias o casos privados que evaluó durante su incumbencia en la agencia?

¿Cuáles son las razones por las cuales la ARPE no manejaba las solicitudes de permisos para la construcción de torres y postes para la telefonía móvil en las oficinas regionales?

En su comparecencia en el 21 de enero de 2011, la OGPE nos brindó las siguientes contestaciones a varias de estas preguntas: 
Según la información disponible, la ARPE autorizó mil ochocientos treinta y cinco (1,835) solicitudes de permisos de construcción certificado, mientras que la OGPe ha tramitado nueve (9) solicitudes para torres, postes y co-ubicación de comunicación de teléfonos móviles en Puerto Rico. De estos, mil doscientos cinco (1,205) fueron construidos en los pasados cinco (5) años, doscientos ochenta y cuatro (284) de ellos en el último año (2010).
En cuanto a querellas, el sistema de la ARPE indica que se recibieron doscientas noventa y siete (297), mientras que en el nuevo sistema de radicación del Sistema Integrado de Permisos (SIP) aparecen seis (6) relacionadas a la construcción de torres y antenas de telefonía móvil. Todas las querellas incluyen alegaciones relacionadas a proyectos con permisos de construcción expedidos, obras comenzadas, notificaciones, permisos de uso y obras construidas sin los debidos permisos. 
No surge de la información obtenida del sistema de información electrónica de la agencia, cuáles compañías se dedican a la construcción de instalaciones de telecomunicaciones para alquilarlas o para uso propio. 
El Reglamento Conjunto de la nueva agencia ha recogido la política pública de preferencia de co-ubicación de varias compañías en una misma instalación. 

Además de discutir varios de las interrogantes planteadas por las Comisiones, la OGPe nos proporcionó una amplia tabla con detalles sobre los permisos otorgados y las querellas sometidas por diversas razones, contra proyectos de construcción de torres y postes para antenas de telecomunicaciones. De ella, hemos obtenido algunos datos que nos parecen interesantes. Aparentaría que el grueso de las torres para la colocación de antenas de telecomunicaciones son construidas directamente por las compañías de teléfonos móviles. A manera de ejemplo, en los últimos diez años, a la compañía Centennial se le otorgaron unos 241 permisos de construcción (de los 1,916 permisos de este tipo otorgados, 1,805 fueron permisos de construcción certificados y sólo 111 fueron Anteproyectos de Construcción); a Suncom, 99 permisos, ATT tuvo 87 y T Mobile unos 109. El segundo dato es que aparentaría que sólo existe un puñado de compañías que se dedican a construir torres y postes para antenas y las ofrecen a distintas compañías de telecomunicaciones. De la tabla provista por la OGPe, surge que la Advanced Wireless Communications, AWC, mencionada anteriormente en este Informe, obtuvo en los pasados diez años unos 87 permisos de construcción de torres y postes; la Red Tower, unos 49; la 3G Development unos 148 y Crown Castle, unos 45 permisos. Estas cuatro compañías poseían la mayor cantidad de permisos de construcción no asociados necesariamente a una compañía de telecomunicaciones. 
Otro elemento interesante que se obtiene de los datos ofrecidos por la OGPe es que en esos diez años ocurrieron unas 304 querellas relacionadas al tema de las torres, antenas y postes de telecomunicaciones. De esas, 68, o el 22.3%, fueron sometidas alegando que se estaba construyendo una torre o poste “sin permisos”. Estas 68 querellas “sin permiso” estaban distribuidas entre 34 municipios distintos de la isla. En otras palabras, el problema aparentaría ser mucho más serio y amplio que lo que a simple vista parecería.

Finalmente, tuvimos como último deponente, en el tercer y último día de audiencia pública a la compañía Red Tower, que tuvo como portavoces a su presidente, Sr. Nelson Morales, y al asesor legal de la empresa, Lcdo. Víctor Vargas.


Hacemos un paréntesis para señalar que la compañía Advanced Wireless Communications, AWC, fueron citados a comparecer este día, pero ante las gestiones de seguimiento de parte del personal de la Comisión en primer orden, el personal de esta empresa fue sumamente evasivo y finalmente sus portavoces no comparecieron a la audiencia ni se excusaron. 
La Red Tower comenzó su ponencia indicando que era importante aclarar que el servicio de comunicación inalámbrica se ha convertido en una necesidad “y no un lujo o capricho como muchos opositores a este tipo de desarrollo lo quieren hacer ver.” Entienden que todo usuario de teléfonos inalámbrico puede identificarse y entender el coraje y frustración que provoca cuando hay problemas con la red del proveedor de servicio celular y las llamadas se cortan o no salen. La necesidad de un servicio confiable y seguro, nos dicen, es la razón por la cual las compañías utilizan como punta de lanza en sus promociones para atraer clientes, el que cuentan con la mayor y más confiable cobertura en la isla. Para esto es necesaria la creación de una infraestructura que apoye las nuevas tecnologías, de tal forma que el servicio sea cada vez más confiable y seguro. 
Continúa la ponencia citando partes de la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 89 de 2000, particularmente aquellas secciones que narran la importancia del desarrollo de las comunicaciones y la infraestructura necesaria para que ésta ocurra de forma adecuada. Mencionan que la referida ley se crea para facilitar y regular el desarrollo y construcción de instalaciones de telecomunicaciones en Puerto Rico, no para dificultar o entorpecer el mismo. Continúan exponiendo sobre el alcance y propósitos de la ley, para concluir que “Actualmente se está tratando la industria de las telecomunicaciones como un mal que hay que impedir y detener aún en contra de lo que disponen las leyes federales que ocupan este campo, principalmente las torres que se construyen para la co-ubicación de más de una compañía de telecomunicación.”
Señalan que con la aprobación del Reglamento Conjunto de la OGPe (Reglamento Conjunto de Permisos para Obras de Construcción y Usos de Terrenos), el desarrollo y construcción de nuevas torres de telecomunicaciones en las áreas rurales del país se hará extremadamente difícil, sino imposible. Esto, porque el requisito de separación de la torre a la colindancia, en lugar de separación de la torre a la residencia, hará que las torres sean más pequeñas y por ende, se necesitarán más torres. De igual forma, la prohibición de ubicar torres en sitios y zonas históricas va más allá de lo que prohíbe la ley y además, es una clara violación a la Ley Federal de Telecomunicaciones por ser una prohibición expresa a la construcción de instalaciones de telecomunicaciones. 

Acto seguido, Red Tower cita la legislación federal referida, que ya hemos reproducido en la página 5 de este Informe. Con ello concluye que

“Como se puede ver, la ley federal de telecomunicaciones indica que ningún estado, gobierno, o instrumentalidad puede regular la ubicación, construcción, o modificación de facilidades (sic) de telecomunicaciones basándose en los efectos en el ambiente de las radio frecuencias. Este Artículo de la Ley fue interpretado por el Tribunal Federal de Distrito en Puerto Rico en el caso Sprintcom Inc., vs Puerto Rico Regulations and Permits Administration, Civil Un. 07-1026, 7 de febrero de 2008. En la sentencia del mencionado caso se afirma que en Puerto Rico no se puede impedir la construcción o denegar permisos a este tipo de torres por razones de efectos ambientales y de salud.”

Luego indica que es precisamente este, el efecto a la salud de las ondas electromagnéticas generadas por las antenas de telecomunicaciones “la principal fuente de oposición a la ubicación de las torres, según se expresa en el tercer párrafo de la exposición de motivos de la Resolución del Senado 988…”

Posteriormente, Red Tower nos comenta que 

“Como se puede ver, en nuestra constitución y en nuestra jurisprudencia se establece claramente el derecho de desarrollar y construir si se cuenta con los permisos requeridos. Tales derechos son violentados constantemente por los ciudadanos que se oponen a la construcción de torres que a pesar de mostrar los permisos, obstruyen e impiden la construcción de nuestras facilidades.”…


Luego de deponer, y ante preguntas de la Presidenta de la Comisión, los portavoces de Red Tower alegaron que esta situación de construir sin permiso les ocurrió en cuatro proyectos distintos, donde un contratista –que no identificaron- obró de esa manera, sin que la gerencia de la empresa se enterara. Indican que despidieron al responsable de esta situación.
Nos vemos obligados a comentar esta ponencia de Red Tower, pues en buena medida contradice los hallazgos encontrados por las Comisiones. En primer lugar, todos los deponentes en estas audiencias han señalado que no se oponen a la telefonía móvil, ni a la necesidad de colocar antenas para ello, sino a los lugares específicos donde se ubican o pretenden ubicar y los procesos que se siguen para ello. 

En segundo lugar, la Ley Núm. 89, distinto a la impresión que nos brinda Red Tower de que fue aprobada para facilitar las torres de telecomunicaciones, en su Exposición de Motivos nos indica: 

“La proliferación de torres que albergan antenas de transmisión en la Isla, a raíz de la desreglamentación federal y el advenimiento de nuevas compañías de telecomunicaciones al mercado local, requieren atención inmediata. La estética, seguridad y salud de nuestras comunidades son elementos de gran envergadura y de absoluta necesidad de protección para la Asamblea Legislativa.  Es por tanto, que en vías de llevar un desarrollo ordenado en una Isla de limitada extensión territorial y reconociendo la necesidad de contar con los avances tecnológicos que proveen las telecomunicaciones, es necesario armonizar estos intereses.
…

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico, también, ha tomado conocimiento que la ciudadanía no cuenta con los recursos administrativos necesarios para oponerse a la aprobación de la ubicación y construcción de torres debido a  que lo único que basta es que un ingeniero acreditado a desempeñar su práctica profesional en el país certifique el cumplimiento con el Reglamento vigente al momento de la presentación de la solicitud de construcción. No se puede limitar ni menoscabar el reclamo de personas y comunidades sobre la seguridad de sus propiedades y su salud personal por condiciones reglamentarias creadas por el propio Gobierno. …


Durante la emergencia ocurrida en el país con motivo del paso del Huracán Georges el pasado 21 de septiembre de 1998, tuvimos la experiencia en distintos lugares de Puerto Rico de torres que colapsaron debido a las fuerzas de los vientos huracanados que azotaron a nuestra isla.  Hasta el momento no ha ocurrido ninguna desgracia en la que se vean afectadas las vidas de las personas aunque el peligro siempre estará latente mientras una torre esté ubicada dentro del radio de una residencia.  Esta Ley tiene como finalidad regular la construcción de las referidas torres y a la vez proteger la seguridad de nuestros ciudadanos.


A los fines de atender los reclamos de nuestra ciudadanía y garantizar que el desarrollo de Puerto Rico se lleve a cabo de forma ordenada, por medio de esta Ley se regula la instalación de las referidas torres.

Mediante esta Ley no se pretende prohibir la construcción de torres en las que se instalen estaciones de transmisión de frecuencia radial “antenas”.  El único propósito de esta Ley es establecer un balance entre los intereses de nuestros ciudadanos y el desarrollo de nuestras áreas residenciales.  La preocupación de la ciudadanía con relación a sus propiedades y seguridad es una genuina que amerita la más pronta atención de esta Asamblea Legislativa.”

Hemos citado la mayor parte de la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 89 de 2000. Como podemos observar, la preocupación del legislador entonces era la proliferación de torres; la posibilidad de incidentes desgraciados, de caer la torre por acción de un huracán; la ausencia de recursos de parte de las comunidades para enfrentar propuestas de ubicación de torres en sus vecindarios; la necesidad de establecer un balance entre los intereses ciudadanos y los intereses económicos particulares. Dicho de otra forma, la intención legislativa no era la de facilitar la construcción de torres, sino todo lo contrario, regular y evitar su proliferación. De hecho la ley estableció como política pública que 
a) La capacidad y efectividad en la comunicación es factor fundamental en el desarrollo socio-económico de Puerto Rico.
b) Debido a la necesidad de obtener cobertura a través de toda la Isla para ser competitivos en el mercado, las diferentes compañías de telecomunicaciones de Puerto Rico requieren de la utilización de torres para la colocación de antenas que permitan el libre tráfico de sus señales de transmisión, servicio que es importante y que impacta todas las áreas de nuestro entorno social.
c) La proliferación de torres que albergan antenas en zonas urbanas o en las cercanías de residencias crea desasosiego y temor por la seguridad y vida de dichos titulares y requiere de legislación que armonice los intereses comerciales con el de los ciudadanos de modo que se logre una convivencia sana y una mejor  calidad de vida.

d)
La co-ubicación ha demostrado ser una de las prácticas que reduce la proliferación de torres ya que permite el que más de una compañía de telecomunicaciones ubique sus facilidades en una misma torre.


Por lo que la co-ubicación, o el compartir una torre por más de una compañía de telecomunicaciones, se convirtió en la política pública en Puerto Rico con la aprobación de la Ley 89. 


Veamos por un momento que ha significado esta política pública en la práctica. En la tabla de datos provista por la OGPe y que hemos citado anteriormente, se desprende que de los 1,916 permisos tramitados desde junio de 1999 hasta enero de 2011, -básicamente el mismo tiempo que lleva la Ley 89 aprobada- sólo 246 han sido solicitudes de co-ubicación ante la agencia. Esto representa el 12.8% del total, ciertamente un número ínfimo, pues significa que en esos once años los restantes 1,670 permisos tramitados fueron para torres o postes nuevos o enmiendas para aumentar la altura de torres y postes ya permitidos.

Por lo que parecería débil el argumento de Red Tower que lo que ocurre aquí es que hay gente que, en una especie de conspiración, tratan a la industria de las telecomunicaciones como un mal que hay que impedir, especialmente a los que construyen torres para la co-ubicación de antenas. Los datos no demuestran que la industria en su conjunto, y mucho menos, Red Tower, promuevan la co-ubicación.


En cuanto a los cambios en las disposiciones del Reglamento Conjunto que alega Red Tower que harán más difícil la construcción de torres, no hemos encontrado ninguno de los dos cambios que ellos indican en el Reglamento.

En lo relativo al asunto del campo ocupado por el gobierno federal en torno al tema de las telecomunicaciones, que Red Tower y otras compañías utilizan consistentemente para rechazar la oposición a sus proyectos, queremos aclarar lo siguiente: el gobierno federal, a través de la Comisión Federal de Comunicaciones (Federal Communications Commission, FCC) tiene jurisdicción sobre lo relacionado a las comunicaciones en sí: frecuencia; potencia; potencial interferencia con la aviación; y sobre todo, los parámetros aceptables e inaceptables de exposición de personas a ondas electromagnéticas emitidas por las antenas de telecomunicaciones. En la medida que estas áreas están cubiertas por legislación federal, las autoridades en Puerto Rico no pueden basarse en estos elementos para oponerse o condicionar un permiso de operación de servicios de telecomunicaciones. Sin embargo, lo que hemos evaluado en esta investigación, y discutido en este Informe, no tiene que ver con el campo ocupado por el gobierno federal. Tiene que ver con el campo que los estados y territorios se les permite ocupar, que es el relacionado a las decisiones sobre ubicación y construcción de torres para antenas y los impactos de éstas actividades sobre las comunidades y el ambiente. Esa es la actividad que lleva a cabo Red Tower, que se dedica a construir torres, no a operar las antenas para telefonía móvil que se colocan en ella. Por lo que rechazamos cualquier insinuación en el sentido de que esta investigación carece de jurisdicción. 

Finalmente, no podemos dejar de comentar el planteamiento que nos hace Red Tower en su ponencia, cuando se queja de que los vecinos les impiden construir sus torres y colocar sus postes, a pesar de que tienen los permisos requeridos. Esta investigación precisamente ocurre porque empresas como Red Tower construyen sus instalaciones sin los permisos requeridos. En ocasiones, no sabemos cuántas, sin permiso alguno, como ocurrió en Maunabo. En ocasiones, no sabemos cuántas, ponen los letreros de identificación correspondiente a un proyecto en otro proyecto en otro municipio, con el aparente propósito de ahorrarse unos dólares en un letrero. Notifican a unos colindantes y a otros no; indican parámetros de un proyecto a una agencia y a otra le indican parámetros distintos para el mismo proyecto. ¿Cómo esperan que las comunidades les crean?

Para la investigación ordenada por esta Resolución le solicitamos también al Departamento de Salud, DS, su opinión pericial sobre el tema. Esta solicitud fue hecha con el propósito de recibir orientación por la agencia encargada de velar por la salud pública del país. Esperábamos que el DS nos indicara algo sobre el tema de la exposición a radiación electromagnética y la salud humana, pero el Secretario González Feliciano nos envió una comunicación señalando que el DS no cuenta con la jurisdicción y peritaje para emitir responsablemente una posición al respecto de lo que investiga la R. del S. 988.


Recibimos también un memorial de la Junta de Planificación, JP. En el mismo, nos indica que a raíz de la aprobación de la Ley Núm. 89, supra, y mediante la Resolución Núm. JP-RP-26-1-2003 se derogó el “Reglamento para Proyectos de Construcción de Facilidades de Telecomunicaciones”, y se adoptó el “Reglamento para Proyectos de Construcción, Instalación y Ubicación de Torres y Facilidades de Telecomunicaciones, con vigencia de 19 de noviembre de 2003, o Reglamento de Planificación Núm. 26. Posteriormente, con la aprobación de la Ley Núm. 161 de diciembre de 2009, conocida como “Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico”, se creó un nuevo sistema integrado de permisos y se adoptó el “Reglamento Conjunto de Permisos para Obras de Construcción y Usos de Terrenos”, derogando el Reglamento Núm. 26.

En lo sucesivo, las solicitudes de permiso para todo proyecto de instalación y ubicación de torres e instalaciones de telecomunicaciones serán consideradas por el Director Ejecutivo de la OGPe, excepto cuando los terrenos ubiquen total o parcialmente en un área ecológicamente sensitiva, en cuyo caso será considerado en primera instancia por la Junta Adjudicativa adscrita a la OGPe.


Finalmente, recibimos, el 17 de febrero de 2011, un memorial explicativo del Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico, CIAPR, quienes comienzan su ponencia con un reconocimiento del compromiso del Colegio con cualquier iniciativa dirigida al bienestar del pueblo de Puerto Rico, y entienden que esta medida va a encaminada a ese propósito. 

Luego de establecer el asunto jurisdiccional sobre el tema, y considerando lo expuesto en la Resolución, el CIAPR plantea que los ciudadanos pueden someter una querella ante el Colegio  si entienden que algún ingeniero o agrimensor ha incumplido con su ética profesional. Además de unos cánones generales sobre ética y comportamiento, el Canon 10 de sus Principios Fundamentales le exige a los colegiados: “Conducirse y aceptar realizar gestiones profesionales únicamente en conformidad con las leyes y los reglamentos aplicables y con los cánones de ética de la profesión.”

El CIAPR, nos dicen, tiene su propio Tribunal Disciplinario y de Ética Profesional con el propósito de mantener la integridad profesional entre sus miembros. El Tribunal atiende las querellas formales presentadas en contra de ingenieros o agrimensores colegiados debido a violaciones de los cánones de ética que rigen el comportamiento profesional de sus miembros. Tiene la facultad para imponer las sanciones disciplinarias que estime pertinente a los profesionales incursos en violaciones éticas. Éstas pueden incluir: amonestaciones; reprimenda verbal o escrita; suspensión de colegiación (durante la cual se prohíbe la práctica de su profesión) por un periodo de tiempo fijo o indefinido; o sanciones económicas. 

El CIAPR se pone a la disposición de las Comisiones para asistirlas en los aspectos técnicos propios de su peritaje. 

CONCLUSIONES
Hemos resumido, tratando de ser justos y abarcadores, los memoriales de agencias, comunidades y entidades que han aportado a esta investigación, aportaciones que agradecemos a todos. Hemos encontrado diversas situaciones y hemos sido testigos de procedimientos que presentan serias dudas sobre la intención de tomar decisiones justas, basadas en el bienestar general, público, por parte de las agencias concernidas con la otorgación de permisos para instalaciones como las que discutimos aquí. Esta investigación, los testimonios de los representantes de las comunidades, agencias y empresas, así como las experiencias vividas acompañando algunos de estos procesos mientras iban ocurriendo, nos permiten concluir:

· Los procedimientos de aviso sobre proyectos de construcción de torres, postes e instalaciones para antenas de telecomunicaciones padecen graves fallas, que permite que a colindantes no se les informe, pero a personas fallecidas se les envíen avisos y notificaciones;

· La participación pública en torno a la toma de decisiones sobre la ubicación y construcción de torres y postes para antenas de telecomunicaciones deja mucho que desear. Tanto bajo el reglamento derogado, como bajo el nuevo Reglamento Conjunto, las vistas públicas sólo ocurren cuando el proyecto se propone en un área ecológicamente sensitiva o cuando se solicitan Variaciones. Se debe ampliar los criterios para el ofrecimiento de vistas públicas.
· El privilegio de que se permita someter proyectos mediante certificación de los mismos por ingenieros ha sido abusado. Hemos encontrado información que no corresponde a la realidad en varios de los expedientes y documentos de los proyectos que se someten ante las agencias. El seguimiento y fiscalización a estas certificaciones ha sido inexistente. La certificación por un ente privado no puede significar la renuncia del interés público sobre la consideración de los impactos de un proyecto.
· La responsabilidad y los posibles daños como resultado de la caída de toda o parte de una torre o poste para antenas de telecomunicaciones debe ser exclusiva del propietario del terreno donde se encuentra la misma y del operador del sistema de telecomunicaciones. No debe gravarse –para todo efecto práctico- la propiedad de un tercero en aras del beneficio económico de dos partes.

· La legalización después de construidas, de torres e instalaciones para antenas de telecomunicaciones no puede ser la regla, ni siquiera la excepción. Todos los involucrados conocen perfectamente los requisitos y condiciones establecidas para dar inicio a un proyecto de esta naturaleza. Concluimos que debe prohibirse la legalización luego de los hechos.
· Independientemente de que se considere un campo ocupado por el gobierno federal, las decisiones y operaciones de la industria de las telecomunicaciones que tienen que ver con las frecuencias y potencias en las cuales se transmite, y demás consideraciones relacionadas a la radiación electromagnética proveniente de las antenas de este tipo debe ser examinada, a la luz del conocimiento actual, para entender y explicar mejor a todos los riesgos de exposición a ésta y, de ser necesario, tomar medidas preventivas adicionales. 
· Resulta un tanto difícil entender como la oficina en Puerto Rico de la FCC (Federal Communications Commission) puede inspeccionar, fiscalizar y determinar que las sobre mil antenas de telecomunicaciones ubicadas alrededor de la isla se encuentran transmitiendo en las potencias asignadas y permitidas y su emisión se encuentra a la distancia y en la dirección adecuada y permitida con relación a los seres humanos que la rodean, cuando solamente cuenta con dos técnicos en esta oficina.

RECOMENDACIONES

1. La Ley Núm. 89 de 6 de junio de 2000 debe ser enmendada para corregir inconsistencias; obstáculos a la participación pública e injusticias que en su forma actual permite. Algunas de estas enmiendas deben girar sobre

a. Criterios para la distancia de separación de torre; en lugar de tomar la residencia más cercana como límite, éste debe ser hasta la colindancia más cercana.*
b. La forma y el alcance de la notificación de intención de construir proyectos. Todos los vecinos deben estar informados.*
c. Imposición de términos para emitir decisiones y obligación de informar a las partes cuando las agencias toman decisiones.
d. Ampliación de los criterios de requerimiento para llevar a cabo vistas públicas.*
e. Mayores penalidades y cese en los casos de construcción sin permisos y sin aviso a colindantes.

2. La Oficina de Gerencia de Permisos debe fiscalizar efectivamente el cumplimiento con la Ley de Certificaciones, Ley Núm. 135 de 15 de junio de 1967. Se tiene que detener el ofrecimiento de información distinta a diferentes agencias y las inconsistencias entre lo que aparece en los planos y lo que se construye sobre el terreno.
3. El Departamento de Salud, en conjunto con la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Puerto Rico, con el auxilio del Colegio de Ingenieros y las Facultades de esta disciplina en la isla deben iniciar una investigación sobre la exposición real, medida, a la radiación electromagnética de las personas cercanas a antenas de telecomunicaciones; y los posibles impactos a la salud por esta exposición, a la luz de la más reciente literatura científica disponible. Este estudio debe incluir el impacto acumulativo de varias antenas en la misma torre, cuando ocurre la co-ubicación.
4. La Oficina de Gerencia de Permisos, en conjunto con la Junta Reglamentadora de las Telecomunicaciones de Puerto Rico deben desarrollar un estudio de necesidad y conveniencia para la ubicación de torres para antenas de telecomunicaciones, a nivel isla. El beneficio económico de las compañías constructoras de torres o la competencia intensa entre compañías que proveen servicio de telecomunicaciones no puede seguir siendo el criterio de ubicación principal de torres e instalaciones auxiliares.
* Enmiendas en torno a estas disposiciones fueron aprobadas en el Senado mediante el P. del S. 1542, y se encuentran en trámite ante la Cámara.

5. La Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) regula y se supone fiscalice la ubicación y condiciones de operación de las antenas de telecomunicaciones. Recomendamos que la Oficina de Gerencia de Permisos, particularmente la Oficina del Inspector General de Permisos de dicha Oficina, inicie conversaciones con la FCC dirigidas a establecer un acuerdo donde esta última delegue en aquella el trabajo de verificación y fiscalización de cumplimiento con dichas condiciones de operación.

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, las Comisiones de Recursos Naturales y Ambientales y de Urbanismo e Infraestructura rinden este Primer Informe Parcial Conjunto sobre la R. del S. 988 y solicitan a este Alto Cuerpo que reciba el mismo.

Respetuosamente sometido,

Luz M. Santiago González
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Infraestructura
� Si bien es una apreciación subjetiva, nos parecía que la actitud del ingeniero Quiñones era una de absoluta despreocupación ante el hecho que la compañía que él representa había construido un proyecto sin permiso alguno, sobretodo porque una de las opciones que tiene la ARPE ante este acto ilegal, es ordenar la remoción de la obra.  Una de las posibles explicaciones sobre esta actitud es que el ingeniero Quiñones fue el Director del Centro Expreso de Trámites  (CET) de la ARPE hasta diciembre de 2008, por lo que logramos entender lo que parecería ser una absoluta confianza de su parte de que no iba a tener problemas en obtener los permisos, aún después de los hechos. Después de todo, el CET es la división de la agencia que examina, evalúa y otorga los permisos de construcción de torres y postes para antenas de telecomunicaciones, y cuando menos, el Ing. Quiñones conoce prácticamente a todos los que allí trabajan, y tiene una relación de cierta confianza, cosa que no ocurre en el caso del querellante, que no tiene absolutamente ninguna relación con nadie en la agencia.





